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Expediente 66001-60-000036-2009-04352-01

Se resuelve a continuación por la Sala lo atinente al impedimento manifestado por el JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCION DE CONTROL DE GARANTIAS, para conocer de la audiencia preliminar de legalización de allanamiento, legalización de la captura, formulación de imputación y solicitud de medida de internamiento preventivo del proceso adelantado en contra del menor JULIAN ANDRES MORENO CAICEDO, según la causal consagrada en el numeral 6, artículo 56 del Código de Procedimiento Penal, por los motivos que a continuación se compendian:




I. ANTECEDENTES



El día veintidós de septiembre último, se trató de llevar a efecto la audiencia antes mencionada, la cual no se practicó porque el funcionario consideró que se encontraba inmerso en la causal de impedimento destacada, porque con anterioridad había expedido orden de captura en contra del mismo adolescente. Esto implicaba que en la revisión de la legalización de la captura, había que examinar la legalidad de la providencia dictada por él mismo. 
En consecuencia, estimó que no debía continuar con la audiencia y solicitó al centro de servicios que le reasignara el caso a otro juez de garantías, mientras se resolvía el presente trámite. 

Se pasa a resolver, previas las siguientes

  


II. CONSIDERACIONES

La Sala empieza por observar que si bien ni en el acta de audiencia preliminar que ahora se revisa ni en el sistema de audio que la registra, se dispone el envío de la actuación a este Tribunal, ello no es obstáculo para entrar a decidir la cuestión planteada, pues la Sala tiene competencia para ese fin, de conformidad con los artículos 57 y 168 de las leyes 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) y 1098 de 2006 (Código de la infancia y la adolescencia), respectivamente.
El artículo 56-6 de la Ley 906 de 2004 citado por el juez, consagra como causal de impedimento el hecho de “que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiere participado dentro del proceso...”.

Esa disposición resulta apenas obvia, si en cuenta se tiene que en procura del derecho constitucional al debido proceso (artículo 29 C. N), toda persona tiene derecho a que las decisiones de los funcionarios sean transparentes y neutrales; por eso en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes y en consonancia con los intereses superiores que están en juego, se estableció como norma directora de los asuntos que regula que “los adolescentes que cometan delitos tienen derecho al debido proceso penal, a las garantías procesales básicas tales como: la presunción de inocencia…”.

Sobre la causal invocada, la Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia, dijo
:

“Con símil objetivo, en el ejercicio de la doble instancia, como parte inherente del derecho fundamental del debido proceso, se mantiene incólume ese principio, por lo que el artículo 56 del Estatuto Procesal Penal consagra expresamente como causal de impedimento, en su numeral 6º. “Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata…” 
“Sobre el tema esta Sala ha dicho: 

“… la imparcialidad del juez se concreta, en un juicio exterior derivado de la interrelación del juzgador con las partes y la comunidad en general. En efecto, el hecho de que una misma autoridad - en primera y en segunda instancia - conozca de lo actuado, conduce a que, independientemente de su actitud personal, su decisión pueda ser razonablemente considerada como carente de objetividad y neutralidad, con lo cual se produce irremediablemente la perdida de credibilidad y legitimidad de las decisiones públicas, en perjuicio de la estabilidad del ordenamiento jurídico.”

“En consecuencia, la garantía de la imparcialidad se convierte no sólo en un elemento esencial para preservar el derecho al debido proceso, sino también en una herramienta idónea para salvaguardar la confianza en el Estado de Derecho, a través de decisiones que gocen de credibilidad social y legitimidad democrática”
  (Destaca la Sala)

Descendiendo al caso concreto se tiene que, a pesar de que el juez impedido no indicó en cuál de las circunstancias previstas por la norma se encuentra inmerso, ha de concluirse que es en la de la primera parte, pues así lo concluye la Sala cuando expresa que al haber expedido orden de captura en contra del menor JULIAN ANDRES MORENO CAICEDO, traería como consecuencia la revisión de la legalización de la captura y con ello la legalidad de aquélla providencia. 

Pues bien, forzoso es concluir que el impedimento planteado se encuentra infundado en razón a que el funcionario en ningún momento está actuando como juez de segunda instancia, revisando una providencia que haya dictado en primera; tampoco ha actuado como juez de garantías y luego de conocimiento para que se pueda configurar la causal. Finalmente, no se observa de qué manera pueda verse afectado su sano y libre conocimiento por el solo hecho de proferir la decisión a la que tantas veces se ha hecho referencia (orden de captura). 



En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Cuatro (04) de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,




RESUELVE:

1º) DECLARAR INFUNDADO el impedimento planteado por el JUEZ SEGUNDO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCION DE CONTROL DE GARANTIAS para conocer de la audiencia preliminar de legalización de allanamiento, legalización de la captura, formulación de imputación y solicitud de medida de internamiento preventivo del proceso adelantado en contra del menor JULIAN ANDRES MORENO CAICEDO . 




COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,




Gonzalo Flórez Moreno

Leonel Rogeles Moreno 

  Jaime Alberto Saraza Naranjo

� Ley 1098 de 2006, artículo 151


� Auto del 10 de octubre del 2007, radicado  28474.
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